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Acta N° 493 de septiembre 21 de 2017
  



Decide la Sala acción de tutela promovida por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados la Alcaldía Mayor de Bogotá DC y la Defensoría del Pueblo con sede en esa misma ciudad. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad y el agente del Ministerio Público, en la que aduce la violación de sus “… garantías procesales, art 13 y 83 CN”, y pide que se ordene al funcionario judicial accionado que le conceda el amparo de pobre que solicitó y aplique inmediatamente las normas precitadas “o lo desvirtúe”; y que el Procurador pruebe en que consiste su accionar “y determine si este cumple Ley 734/02, Ley 472/98”.

Para así pedir, expresó que se tramita acción popular “#2015-532”;  el tutelado se niega a aceptar la reforma a dicha demanda (art. 93 CGP), y a acceder a su amparo de pobre.
  



Se dispuso el trámite con la vinculación de la Alcaldía Mayor de Bogotá DC y la Defensoría del Pueblo con sede en el mismo Distrito Capital.

El despacho judicial accionado remitió copias de las piezas procesales que se le solicitaron (f. 7 a 30). 

El Procurador Regional Risaralda indicó que su intervención está orientada, como ente de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos.

La Defensoría del Pueblo con sede en Bogotá DC, manifestó que no integra la parte accionada dentro del recurso impetrado, aunque reitera la misión constitucional y legal de promoción y defensa de los derechos humanos que le compete.

Por su parte, la Directora Distrital de Defensa Judicial y Prevención del Daño Antijurídico de la Secretaría Jurídica Distrital de la Alcaldía Mayor de Bogotá, se pronunció sobre los hechos del libelo; alegó falta de legitimación en la causa por pasiva y dijo que no han vulnerado derecho fundamental alguno al accionante.

Finalmente, el Procurador 9 Judicial II Delegado para Asuntos Civiles y Laborales, señaló que la acción se torna improcedente y que la entidad no ha vulnerado, ni amenazado derechos fundamentales del actor; previa cita jurisprudencial sobre el requisito de subsidiariedad de una acción de este linaje contra providencias judiciales, el interesdo pudo recurrir en reposición las decisiones del Juzgado.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el Juzgado no accedió a la solicitud de amparo de pobreza que elevó el accionante, ni a la petición de reforma a la demanda, presentadas dentro de la acción popular radicada con el número 2015-00532-00.
  



Para la resolución del caso, se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     

Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos eventos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia adicional; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
.

  



Puesta la situación frente a aquellas exigencias generales, halla la Sala que, como lo indica el Procurador 9 Judicial II, no se satisface la regla de la subsidiariedad. En efecto, frente a las solicitudes de concesión de amparo de pobreza y de reforma a la demanda, el Juzgado, con auto del 23 de agosto de 2017, resolvió, entre otros aspectos, negarlas (f. 21 v y 22), por los argumentos allí claramente esbozados.

   



Pero contra esas determinaciones, el interesado omitió agotar el recurso ordinario de reposición que, como mínimo, procedía, lo cual deja en evidencia que desaprovechó la oportunidad procesal con la que contaba para controvertir aquellas situaciones de las que se duele, echando al olvido que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas de que disponen las partes en el proceso y ellas han sido infructuosas. Ello torna la acción improcedente, en los términos del numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que enseña que esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
  



Y en cuanto al agente del Ministerio Público, la acción se percibe de igual manera, como quiera que no existe evidencia acerca de que se le hubiese elevado petición tendiente a que suministre las explicaciones que se impetran directamente por esta vía. 


 
  
Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallar de su parte trasgresión alguna frente al reclamo presentado.
    


   
DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo  Civil del Circuito local y el agente del Ministerio Público.




Se absuelve a los demás intervinientes.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

    DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� 	Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014 
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